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Concepto No. 5767  

Bogotá, D.C., 28 de abril de 2014
Señores 

MAGISTRADOS DE LA CORTE CONSTITUCIONAL

E.  S.  D.

Ref.:
Revisión constitucional de la Ley 1688 del 16 de diciembre de 2013, “Por medio de la cual se aprueba el ‘Tratado sobre traslado de personas condenadas para la ejecución de sentencias penales entre la República de Colombia y los Estados Unidos Mexicanos’ suscrito en la ciudad de México, el 01 de agosto de 2011”.

Magistrado Ponente: Dr. LUIS ERNESTO VARGAS SILVA.                 Expediente: LAT-426.
Concepto No. 5767
De conformidad con lo dispuesto en los artículos 242, numeral 2., y 278, numeral 5., de la Constitución Política, y con el artículo 7° del Decreto 2067 de 1991, el Jefe del Ministerio Público procede a rendir concepto en el asunto de la referencia. 

1.
Preliminares
Para cumplir con lo previsto en el artículo 241, numeral 10°, de la Constitución, la Secretaría Jurídica de la Presidencia de la República remitió a la Corte Constitucional, el 18 de diciembre de 2013, copia auténtica de la Ley 1688 del 16 de diciembre de 2011, que contiene aprobado el instrumento público internacional de la referencia, ante lo cual el Magistrado Ponente, mediante auto del 10 de febrero de 2014, avocó el conocimiento del presente proceso y ordenó la práctica de pruebas encaminadas a establecer los antecedentes del instrumento internacional y de su ley aprobatoria.

2.
Análisis formal

Por Aprobación Ejecutiva del 2 de mayo de 2012, el Presidente de la República de Colombia dispuso someter el “Tratado sobre traslado de personas condenadas para la ejecución de sentencias penales entre la República de Colombia y los Estados Unidos Mexicanos” suscrito en la ciudad de México, el 1 de agosto de 2011, a la consideración del Congreso de la República, para su discusión y aprobación, conforme a lo dispuesto en el artículo 150.16 de la Carta Política.
Al no haber un trámite especial para las leyes aprobatorias de los tratados internacionales y su incorporación a la legislación interna, corresponde seguir el trámite previsto en los artículos 157, 158, 160 y 165 de la Carta para las leyes ordinarias, con la precisión de que, según el artículo 154 Superior, el proceso legislativo debe empezar en el Senado.

Vistos los documentos que obran en el expediente se puede establecer que el proyecto de ley radicado con los números 102 de 2012 en el Senado y 213 de 2012 en la Cámara tuvo el siguiente trámite:

El proyecto de ley fue radicado por el Gobierno Nacional  en el Senado de la República el 28 de agosto de 2012, por medio de las Ministras de Justicia y del Derecho y de Relaciones Exteriores. El texto original del proyecto, junto con su respectiva exposición de motivos, fue publicado en la Gaceta del Congreso No. 564 del 28 de agosto de 2012. Con estas actuaciones se cumple con los requisitos constitucionales de presentación e inicio del trámite del proyecto (art. 154) y de su publicación antes de darle trámite en la comisión respectiva (art. 157.1).

La ponencia favorable para primer debate en la Comisión Segunda del Senado fue presentada por la Senadora Alexandra Moreno Piraquive, conforme se desprende de la Gaceta del Congreso No. 676 de 2012. 

El proyecto fue anunciado dos veces antes de ser discutido y aprobado. De los anuncios y de los respectivos aplazamientos se da cuenta en las siguientes actas: el primer y segundo anuncio se encuentran sentados en el Acta N°. 13 y 14 del 24 y 30 de octubre de 2012, respectivamente, publicadas en la Gaceta del Congreso 395 de 2013.

El proyecto de ley fue aprobado el 31 de octubre de 2012, según consta en el Acta No. 15 de esta fecha, publicada en la Gaceta del Congreso No. 396 de 2013.

Según certificación del Secretario General de la Comisión Segunda del Senado, la proposición final, la omisión de la lectura del articulado, el articulado propuesto, el título del proyecto y el querer que éste tenga segundo debate y se convierta en Ley de la República, fueron aprobados conforme al artículo 129 de la Ley 5 de 1992, modificado por el artículo 1° de la Ley 1431 de 2011. En relación con el quórum, el citado funcionario manifestó que quedó integrado por los 13 Senadores que conforman la Comisión Segunda del Senado, algunos de los cuales contestaron la lista al iniciar la sesión y otros se hicieron presentes durante el transcurso de la misma.

La ponencia positiva para segundo debate en el Senado de la República fue presentada por la Senadora Alexandra Moreno Piraquive y fue publicada en la Gaceta del Congreso No. 801 del 13 de noviembre de 2012.

Posteriormente, el Proyecto fue anunciado el 13 de noviembre de 2012, según consta en el Acta de la Sesión Plenaria del Senado de la República No. 29 publicada en la Gaceta del Congreso No. 58 del 19 de febrero de 2013, en la que se lee: “[P]or instrucciones de la Presidencia y, de conformidad con el Acto Legislativo 01 de 2003, por Secretaría, se anuncian los proyectos que se discutirán y votarán en la próxima sesión […] Proyecto de ley número 102 de 2012 Senado”. En la parte final del acta se indica que “[s]iendo las 11:35 p.m., la Presidencia levanta la sesión y convoca para el día miércoles 14 de noviembre de 2012, a las 10:00 a. m. para Congreso Pleno y a las 3:00 p.m. a la sesión plenaria de Senado”.
En efecto, el proyecto fue debatido y aprobado en la sesión plenaria que se llevó a cabo el día 14 de noviembre de 2012 con un quórum deliberatorio y decisorio de 95 de 100 Senadores, como consta en el Acta de Plenaria No. 30 de la misma fecha, publicada en la Gaceta del Congreso No. 44 de 11 de febrero de 2013, mediante votación ordinaria conforme al artículo 129 de la Ley 5ª de 1992, según se desprende de lo consignado en esta gaceta y en la certificación expedida por el Secretario General del Senado de la República el 19 de febrero de 2014.

El texto definitivo del proyecto de ley aprobado en la plenaria del Senado de la República fue publicado en la Gaceta del Congreso 831 del 22 de noviembre de 2012.

La ponencia positiva para primer debate en la Cámara de Representantes fue presentada por el Representante Juan Carlos Sánchez Franco y aparece publicada en la Gaceta del Congreso 706 del 11 de septiembre de 2013.

El proyecto de ley fue anunciado para primer debate en la sesión del 24 de septiembre de 2013, como se observa en el Acta 13 de esta fecha, publicada en la Gaceta del Congreso 888 del 5 de noviembre de 2013 en la que se lee: “[P]ara dar cumplimiento al Acto legislativo número 01 de 2003, en su artículo 8°. Se anuncia el siguiente proyecto de ley tal como me lo ordena el señor Presidente. […] Proyecto de ley número 213 de 2012 Cámara, 102 de 2012 Senado”. En la parte final del Acta convocan para el día 1° de octubre de 2013. 
Finalmente, el Proyecto de ley fue debatido y aprobado por unanimidad en votación ordinaria de acuerdo a la Ley 1431 de 2011, con la presencia de 15 representantes a la Cámara, en la sesión del 1 de octubre de 2013, como se anota en la certificación expedida por la Secretaría General de la Comisión Segunda de la Cámara de Representantes. 
La ponencia positiva para segundo debate en la Cámara de Representantes fue presentada por el Representante Juan Carlos Sánchez Franco y publicada en la Gaceta del Congreso No. 890 del 5 de noviembre de 2013.

El proyecto fue anunciado en sesión del 13 de noviembre de 2013, según consta en el Acta N° 249 de esta fecha, publicada en la Gaceta del Congreso No. 38 del 12 de febrero de 2014, en la que se lee: “[s]e anuncian los siguientes proyectos de ley, para el próximo martes 19 de noviembre o para la siguiente sesión Plenaria en la cual se debatan proyectos de ley o Actos Legislativos, de acuerdo al Acto Legislativo 1 de julio 3 de 2003, en su artículo 8°. […] Proyecto de ley número 213 de 2012 Cámara, 102 de 2012 Senado”.
En efecto, el proyecto fue debatido y aprobado por unanimidad mediante votación ordinaria en la sesión plenaria que se llevó a cabo el 19 de noviembre de 2013, como consta en el Acta No. 250 de esta fecha, publicada en la Gaceta del Congreso No. 54 del 20 de febrero de 2014, con la asistencia de 151 Representantes, según se desprende de lo consignado en esta Gaceta y en la certificación expedida el 26 de febrero de 2014 por el Secretario General de la Cámara de Representantes. 

Visto el procedimiento legislativo descrito esta Jefatura concluye que se cumplió con la exigencia constitucional del inciso primero del artículo 160
 y que se le dio cabal cumplimiento al artículo 162 Superior, en donde expresamente se señala que “ningún proyecto de ley podrá ser considerado en más de dos legislaturas”.
Igualmente, se advierte que el Proyecto de Ley no fue modificado, por lo que no hubo lugar a conciliación, y de tal manera no existe publicación de Informe de conciliación requerida por el artículo 9° del Acto legislativo 01 de 2003.

Por lo tanto, luego de estudiar el proceso de formación de la Ley 1688 de 2013, “El Tratado sobre traslado de personas condenadas para la ejecución de sentencias penales entre la República de Colombia y los Estados Unidos Mexicanos”, suscrito en la ciudad de México, el 01 de agosto de 2011, el Jefe del Ministerio Público no advierte la existencia de vicio alguno.

Por último, se tiene que el 16 de diciembre de 2013 el Presidente de la República sancionó la Ley 1688 de 2013, por medio de la cual se aprueba el Tratado objeto de estudio. Como consecuencia de ello, el texto de la Ley 1688 de 2013 fue remitido por la Secretaría Jurídica de la Presidencia de la República a la Corte Constitucional el día 18 de diciembre de 2013, cumpliendo así el término de 6 días establecido en el artículo 241.10 Superior.

3.
Análisis material del Tratado aprobado por la Ley 1670 de 2013.

El objeto del Tratado sobre traslado de personas condenadas para la ejecución de sentencias entre la República de Colombia y Los Estados Unidos Mexicanos es fomentar la reinserción social de las personas que han sido sentenciadas por alguna autoridad en el ámbito de su competencia a una pena privativa de libertad y proporcionarles con ello la oportunidad de cumplir las condenas en sus países de origen.
El artículo 1° fija con claridad y precisión la significación de las palabras que necesita el instrumento internacional para su inteligencia, tales como “Estado Trasladante”, “Estado Receptor”, “Sentenciado”, “Sentencia”, “Condena” y “Nacional”. 

El artículo 2 consagra la obligación de las Partes de prestarse mutuamente toda la cooperación que sea necesaria para el cumplimiento del Tratado, indicando que conforme al mismo una persona que haya sido sentenciada en territorio de una de las Partes podrá ser transferido al territorio de la otra, para que cumpla con la condena que se le haya impuesto mediante sentencia, para lo que será requisito indispensable que el sentenciado manifieste por escrito al Estado Trasladante su voluntad de ser transferido de conformidad con este instrumento internacional.

Así mismo el artículo 2 ibídem dispone que para tomar la decisión de autorizar o negar una solicitud de traslado, se deberá tomar en consideración que con ello se contribuya a su efectiva reinserción social, la gravedad del delito y la posible vinculación del sentenciado con el crimen organizado, su grado de participación o responsabilidad en los hechos que motivaron la condena, su estado de salud, antecedentes penales, así como los vínculos que pueda tener con las sociedades de cada una de las Partes.

Según el artículo 3, que consagra las condiciones de transferencia de los condenados, la misma solamente podrá llevarse a cabo cuando se cumplan, entre otras, los siguientes criterios: a) que el sentenciado sea nacional del Estado Receptor; b) que el propio sentenciado otorgue su consentimiento por escrito a fin de acogerse al Tratado o bien, cuando alguna de las Partes lo considere necesario, atendiendo a la edad, al estado físico o mental del sentenciado, se haga en su nombre o por su representante legal; c) que los actos u omisiones que motivaron la imposición de la condena, constituyan delitos penales según la legislación aplicable en el Estado Receptor y como consecuencia, sean punibles en caso de cometerse en su territorio, aunque los delitos tipificados en las leyes de ambas Partes no sean idénticos en aspectos que no afectan la índole o naturaleza del delito; d) que el sentenciado no haya sido condenado por algún delito político o en términos de la legislación militar del Estado Trasladante; e) que el Estado Trasladante y el Estado Receptor manifiesten expresamente su consentimiento con el traslado, el que guardará armonía con la legislación interna de ambas Partes; f) que la sanción a cumplirse sea determinada y no sea pena de muerte, o cualquier otra no prevista por la legislación nacional de las Partes. 

Vale destacar que el Tratado no aplicará en caso de sentenciados que se encuentren vinculados o relacionados con delincuencia organizada.
El artículo 4 señala las autoridades ejecutoras, que para el caso de México es la Secretaría de Seguridad Pública y en Colombia el Ministerio del Interior y de Justicia.

El artículo 5 fija el procedimiento para la transferencia y consagra el deber de las Partes de informar sobre el contenido del Tratado a cualquier sentenciado que sea susceptible de su aplicación. 

El artículo 6° regula las solicitudes de traslado y dispone que cuando cualquiera de las Partes no apruebe el traslado de un sentenciado, notificará su decisión sin demora a la otra Parte expresando la causa o motivo de la denegatoria. Negada la autorización del traslado, el Estado Receptor no podrá efectuar una nueva solicitud, pero el Estado Trasladante podrá revisar su decisión a instancia del Estado Receptor cuando esta alegare circunstancias excepcionales.
Por su parte, el artículo 7° hace referencia al consentimiento del condenado, quien lo debe otorgar de manera voluntaria y con el pleno conocimiento de las consecuencias jurídicas que ello conlleva, lo cual podrá ser verificado por el Estado Receptor.

El artículo 8° advierte sobre los efectos de la transferencia para el Estado Receptor, destacando que al asumir la custodia se suspende la ejecución de la condena en el país trasladante, el cual no la podrá exigir si el Estado receptor considera que esta ha concluido.   

El artículo 9° indica el procedimiento para la ejecución de la condena, señalando que el Estado Receptor no podrá imponer una condena más allá del término impuesto por la sentencia del tribunal del Estado Trasladante.

El artículo 10 hace referencia a la facultad exclusiva del Estado Trasladante para indultar o conceder amnistía, conmutar o modificar la pena.

El artículo 11 estipula los eventos en que el Estado Receptor debe facilitar información relativa a la ejecución de la condena.

Conforme al artículo 12, si cualquiera de las Partes acuerda lo relativo a la transferencia de sentenciados con un tercer Estado, la otra Parte cooperará en lo referente al tránsito por su territorio de los sentenciados transferidos de conformidad con dichas disposiciones, salvo que se trate de un sentenciado que sea uno de sus connacionales en cuyo caso, podrá negarse a otorgar el tránsito a la Parte que tenga intención de realizar dicha transferencia.
Los artículos 13 y 14 se refieren, respectivamente, a los gastos que generen con motivo de la aplicación del Tratado y a la aplicación temporal del mismo.

Especial mención merece el artículo 15, según el cual el Tratado podrá ser extensivo, previo acuerdo de las Partes, a delincuentes juveniles y menores infractores, de conformidad con la legislación aplicable de cada una de las Partes, y la definición que esta les otorgue.
Los artículos 16 y 17 contienen las disposiciones relacionadas con la solución de controversias; la entrada en vigor, modificaciones y terminación del Tratado. 

Dentro de este contexto, se observa que el Tratado sobre traslado de personas condenadas para la ejecución de sentencias entre la República de Colombia y Los Estados Unidos Mexicanos se ajusta en su integridad a la Constitución Política, por cuanto desarrolla las reglas establecidas en los artículos 9, 226 y 227 de nuestra Constitución Nacional, dado que su núcleo esencial es permitir que colombianos o mexicanos condenados en el Estado donde se cometió el delito, puedan ser trasladados a su país de origen, para que allí puedan terminar de cumplir la pena privativa de la libertad, lo cual contribuye a su efectiva reinserción social, constituyéndose no solo en un mecanismo de protección y respeto de la dignidad humana, como derecho inalienable de la persona (arts. 1 C. P), sino de la familia como institución básica de la sociedad (art. 5 C. P.).
Por otra parte, el hecho de proporcionarles a los condenados la oportunidad de cumplir las condenas en sus países de origen, de conformidad con la legislación aplicable de cada una de las Partes, se ajusta al principio de soberanía nacional (art. 9 C. P); ejemplo de ello es que la decisión de traslado es discrecional y por lo tanto debe contar con la aprobación de los Estados Partes; que el Estado Receptor no podrá imponer una condena más allá del término impuesto por la sentencia del tribunal del Estado Trasladante y que el Tratado podrá ser extensivo, previo acuerdo de las Partes, a delincuentes juveniles y menores infractores, de conformidad con la legislación aplicable de cada una de las Partes, y la definición que esta les otorgue, es decir, las normas del Tratado objeto de análisis promueven la cooperación internacional pero se encuentran sujetas a las regulaciones del derecho interno.

De igual manera, es importante resaltar  que ninguno de los preceptos del Tratado podrá desconocer la autonomía de la voluntad del sentenciado susceptible de su aplicación, lo cual reconoce las garantías a los derechos fundamentales consagrados en la Constitución Política y en los Convenios y Tratados sobre Derechos Humanos suscritos y aprobados por Colombia que forman parte del bloque de constitucionalidad, tales como el Pacto de Derechos Civiles y Políticos de las Naciones Unidas, aprobado por Colombia por la Ley 74 de 1968, que consagra en su artículo 10 numeral 3º que "el régimen penitenciario consistirá en un tratamiento cuya finalidad esencial será la reforma y la readaptación social de los penados".

Además de las razones señaladas anteriormente, hay que recalcar que para decidir sobre el traslado de un condenado a su país de origen debe tenerse en cuenta su estado de salud, antecedentes penales, los vínculos que pueda tener con las sociedades de cada una de las Partes 
Importante es señalar que el instrumento internacional objeto de estudio es similar a otros tratados suscritos entre Colombia y otros Estados, los cuales fueron revisados y declarados exequibles por la Corte Constitucional, tal como el “Tratado sobre traslado de personas condenadas entre el Gobierno de la República de Colombia y el Gobierno de la República de Cuba suscrito en la Habana el 14 de enero de 1999" declarado exequible, junto con su ley aprobatoria, en la sentencia C-012-01, en la cual se señaló:

“…la Corte no ha encontrado que el tratado desconozca las normas constitucionales colombianas y, por ello, declarará su exequibilidad.  Sin embargo, ello no implica que el tema que ocupa a la Corte no la obligue a analizar otras situaciones, que se derivan del tratado y que condicionan su cumplimiento.

 

El artículo 2 de la Constitución dispone que es fin esencial del Estado colombiano asegurar el disfrute, por parte de los nacionales, de sus derechos y garantías constitucionales. Este principio constituye la carta de navegación del Estado colombiano, tanto en el ámbito internacional como en el interno.  En este orden de ideas, la constitucionalidad de las obligaciones que asume el Estado colombiano en el ámbito internacional, dependerá no sólo de la conformidad con la Constitución de las normas sometidas a consideración de la Corte, sino también, de que con ellas no se impongan cargas a los nacionales, que manifiestamente desconozcan sus derechos. En otras palabras, el control constitucional de los tratados públicos y las leyes aprobatorias de tratados, obliga a analizar los efectos internos de tales instrumentos internacionales.

 

En sentencia T-153 de 1998, la Corte Constitucional constató la existencia de un estado de cosas inconstitucional en materia carcelaria, caracterizado por las condiciones indignas a las cuales era sometida la población carcelaria colombiana. En dicha oportunidad, se verificó cómo el número de personas privadas de la libertad superaba con creces la capacidad de alojamiento de los centros de reclusión del país, de manera que existía un enorme grado de hacinamiento. 
(…)

Teniendo en cuenta lo anterior, en particular el grado de hacinamiento existente en las cárceles colombianas, se pregunta la Corte si resulta admisible que el Estado colombiano repatríe nacionales condenados en otro país, a fin de que terminen su condena en las cárceles colombianas.
 
En la sentencia T-153 de 1998, la Corte reconoció el carácter eminentemente prestacional de las obligaciones que el Estado asumía para con las personas privadas de la libertad. Con fundamento en éste, no era exigible al Estado garantizar, de manera inmediata, condiciones de reclusión que respetaran la dignidad de los detenidos y condenados. Ello explica el plazo razonable que se concedió en dicha oportunidad para que se adoptaran medidas tendientes a solucionar ese estado de cosas inconstitucional. Con todo, este carácter prestacional, que le despoja toda naturaleza fundamental a los derechos violados, salvo bajo la verificación de un estado de cosas inconstitucional, no implica que no exista el derecho fundamental a que no se adopten medidas que hagan más gravosa la situación de estas personas. La efectividad de sus derechos constitucionales de carácter prestacional y el real respeto por el principio de dignidad humana, no se traduce en la mera creación de condiciones de vida digna, también obliga a que las medidas adoptadas por el Estado efectivamente se dirijan a dicho resultado y, además, a que el Estado se abstenga de tomar decisiones que impongan mayores cargas a los asociados. Frente a este deber de abstención, los derechos prestacionales se tornan en fundamentales.
 
En este orden de ideas, la Corte considera que, en abstracto, dado que está demostrado que en los centros de reclusión colombianos se brinda un trato degradante a los reclusos, en particular, por razones de hacinamiento, la decisión legislativa de permitir la repatriación en los términos del presente tratado, implica imponer a las personas privadas de la libertad en Colombia la carga de tener que compartir su inhumano espacio con más reclusos. Supone un aumento en el grado de hacinamiento. Tal medida no es eficaz, no está dirigida a garantizar un trato digno y a respetar los derechos constitucionales de los reclusos en Colombia, razones por las cuales viola sus derechos fundamentales.
 
 
Al respecto hay que señalar que para nadie es un secreto que la situación carcelaria en el país no ha mejorado y que, por el contrario, cada día es más alarmante. Si bien el Tratado en estudio se ajusta en abstracto a la Carta Política, debe tenerse en cuenta que sus efectos estarían sujetos a los mismos problemas descritos en la jurisprudencia citada. Por tal motivo, resulta necesario solicitarle a la Corte Constitucional que declare su exequibilidad en el sentido de que únicamente se podrán repatriar nacionales en la medida en que la situación de los reclusos en Colombia se ajuste a lo dispuesto en el artículo 12 superior, esto es, que no sean sometidos a tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes, sin perjuicio de que, por razones humanitarias, se conceda la repatriación de personas en fase terminal de una enfermedad, en cuyo caso deberán ser internadas en un establecimiento médico, tal como lo hizo frente al “Tratado sobre traslado de personas condenadas entre el Gobierno de la República de Colombia y el Gobierno de la República de Cuba suscrito” declarado exequible, junto con su ley aprobatoria, en la sentencia C-012-01, transcrita parcialmente. 
 

4. Conclusión
De acuerdo con lo expuesto, el Ministerio Público solicita a la Corte Constitucional declarar la EXEQUIBILIDAD del “Tratado sobre traslado de personas condenadas para la ejecución de sentencias penales entre la República de Colombia y los Estados Unidos Mexicanos” y de la Ley 1688 del 16 de diciembre de 2013, por medio de la cual fue aprobado el citado instrumento internacional, en el sentido de que únicamente se podrán repatriar nacionales en la medida en que la situación de los reclusos en Colombia se ajuste a lo dispuesto en el artículo 12 superior, sin perjuicio de que, por razones humanitarias, se conceda la repatriación de personas en fase terminal de una enfermedad, en cuyo caso deberán ser internadas en un establecimiento médico.

De los Señores Magistrados,

ALEJANDRO ORDOÑEZ MALDONADO

Procurador General de la Nación

GMR/Yortiz
� ARTICULO 160. Entre el primero y el segundo debate deberá mediar un lapso no inferior a ocho días, y entre la aprobación del proyecto en una de las cámaras y la iniciación del debate en la otra, deberán transcurrir por lo menos quince días.
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